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SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

5. Ya en este punto, hemos de reiterar nuestra doctrina general sobre los actos de 
comunicación procesal y, más concretamente, sobre las notificaciones de los actos a 
los interesados, pues no cabe duda de que una norma legal que establezca un 
requisito que imposibilite u obstaculice el acceso a la jurisdicción de los obligados 
tributarios y, por ende, impida el control de la legalidad de la actuación administrativa, 
así como el sometimiento de ésta a los fines que la justifican (art. 106.1 CE), es lesiva 
del derecho a la tutela judicial efectiva de los ciudadanos (art. 24.1 CE).  

Cuando se trata de impetrar justicia frente a la actuación de las Administraciones 
públicas" (SSTC 197/88, de 24 de noviembre y 18/94, de 20 de enero). 

A los efectos de determinar si la previsión legal cuestionada puede generar un 
obstáculo irrazonable o desproporcionado en el acceso a la jurisdicción, en cuanto 
derecho a un enjuiciamiento del fondo del asunto por parte de los sujetos pasivos del 
impuesto sobre sucesiones y donaciones, conviene también recordar que el derecho 
de defensa, incluido en el derecho a la tutela judicial efectiva sin indefensión, que 
reconoce el art. 24.1 CE, garantiza el derecho a acceder al proceso en condiciones de 
poder ser oído y ejercer la defensa de los derechos e intereses legítimos. © 

Lo anterior no supone, sin embargo, "que no sean constitucionalmente válidas 
las formas de comunicación procesal realizadas con personas distintas de los 
destinatarios del acto o resolución judicial, pues así lo exige el aseguramiento 
del desarrollo normal del proceso y la necesidad de garantizar el derecho a la 
tutela judicial efectiva de la contraparte" (Sentencia del Tribunal 
Constitucional 21/2006, de 30 de enero).  

En esta línea, hemos admitido que dichas comunicaciones puedan ser realizadas con 
terceras personas, esto es, con personas distintas de los destinatarios del acto o 
resolución, en cuyo caso, el cumplimiento de los requisitos y condiciones legales para 
practicar la notificación tienen relevancia constitucional en cuanto que son garantía de 
que el interesado conocerá el acto o resolución que le afecta y podrá, en 
consecuencia, ejercer adecuadamente su derecho de defensa (por todas, SSTC 
199/2002, de 28 de septiembre, FJ 2; 19/2004, de 23 de febrero, FJ 4; y 21/2006, de 
20 de enero, FJ 3).  

 Ahora bien, en estos supuestos hemos dicho que "si bien el legislador permite 
en ocasiones que el acto de comunicación procesal se realice a persona 
diferente del interesado, establece una serie de requisitos para tal modalidad 
de llamamiento que el acto ha de cumplir, pues aquellas exigencias 
encuentran su razón de ser y finalidad última en la garantía de que el 
destinatario del acto tendrá oportuna noticia del mismo" (SSTC 195/1990, de 
29 de noviembre y 21/2006, de 20 de enero, FJ 3). 

 

AÑO INTERES LEGAL 1 INTERES LEGAL 2 INTERES ART 20 TEXTO LEGAL

2012 4,00 6,00 6,00 Ley 39/2010 

2011 4,25 5,75 6,10 Ley 39/2010 

2010 4,15 6,10 5,95 Ley 39/2010 

2009 4,25 5,95 6,05 Ley 39/2010 

2008 4,10 5,95 6,12 Ley 39/2010 
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Por consecuencia, sólo hemos admitido la comunicación con terceras personas en 
aquellos supuestos en los que, no siendo posible la comunicación personal con el 
propio interesado o su representante, concurría la característica de la "proximidad", 
para que el receptor pueda hacer llegar con facilitad a manos del destinatario la 
documentación correspondiente, "cercanía" que permite presumir el conocimiento a 
tiempo por el interesado o su representante del contenido del acto que se notifica en 
orden a asegurar su derecho a intervenir en el proceso para la defensa de sus 
derechos e intereses legítimos (por ejemplo, terceras personas que se encontraban 
en el domicilio del interesado o de su representante, tales como empleados o 
familiares, o cercanas al mismo, como el conserje de la finca o vecino: STC 19/2004, 
de 23 de febrero, FJ 4). 

No obstante, hemos advertido que incluso en esos supuestos de "proximidad" o 
"cercanía" geográfica no se puede presumir sin más que la traslación del acto de 
comunicación del tercero al interesado se ha producido de forma regular, por lo que 
cuando éste cuestiona la recepción de dicha comunicación, debe dársele la 
oportunidad de acreditar que no se ha producido. Esto es, la notificación del acto a 
persona distinta del interesado, aunque se haya efectuado en la forma y con el 
cumplimiento de los requisitos previstos en la ley, no implica eo ipso la validez 
constitucional del citado acto de comunicación pues, para garantizar tanto el derecho 
de acceso a la jurisdicción de los interesados como el derecho de defensa, es 
imprescindible que se les haya producido efectivamente la traslación de su contenido 
a tiempo de poder reaccionar, lo que exige, en todo caso, darles la oportunidad de 
probar que ese contenido del acto de comunicación con terceras personas (se haya 
producido la citada comunicación en forma legal o no) no les fue trasladado con el 
tiempo suficiente para reaccionar en defensa de sus derechos e intereses legítimos. 

En efecto, "este Tribunal ha considerado que los órganos judiciales no pueden 
presumir, sin lesionar el derecho reconocido en el art. 24.1 CE, que las notificaciones 
realizadas a través de terceras personas (conserje de la finca, vecino...) hayan 
llegado al conocimiento de la parte interesada, cuando la misma cuestiona 
fundadamente la recepción del acto de comunicación procesal o la fecha en que le fue 
entregada la cédula por el tercero, supuesto en el cual, a la vista de las circunstancias 
del caso, de las alegaciones formuladas y de la prueba que pudiera eventualmente 
practicarse, están obligados a emitir un pronunciamiento expreso sobre la posibilidad 
o no de que el tercero haya cumplido con su deber de hacer llegar en tiempo el acto 
de comunicación procesal a su destinatario.  

Por esta razón, hemos venido admitiendo, a quienes se han visto perjudicados por los 
actos de comunicación a terceras personas, la prueba de que el contenido del acto no 
les ha sido trasladado en tiempo y forma. Y, en este sentido, no hemos admitido la 
virtualidad de determinados actos de comunicación procesal en supuestos en que sus 
destinatarios finales habían acreditado, por las circunstancias concurrentes en cada 
caso, que no habían tenido un conocimiento efectivo de los mismos a tiempo de 
reaccionar en los plazos y con los mecanismos procesales establecidos en el 
ordenamiento jurídico. Así, por ejemplo, hemos negado eficacia a los actos de 
comunicación procesal realizados, por ejemplo, al conserje de una finca que reconoce 
no haber trasladado la notificación al interesado (STC 275/1993, de 20 de septiembre, 
FJ 3), al vecino que retrasa maliciosamente el traslado de la notificación al interesado 
(STC 39/1996, de 11 de marzo, FJ 3), al vecino de un domicilio que se duda fuese el 
del interesado (STC 19/2004, de 23 de febrero, FJ 4), al vecino que se niega a firmar 
la diligencia de notificación (STC 21/2006, de 30 de enero), e incluso al Procurador 
que fallece el mismo día que recibe la notificación que debía trasladar (STC 59/1998, 
de 16 de marzo, FJ 3). 
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Se trata, a fin de cuentas, de valorar una eventual indefensión por "el incumplimiento 
por parte de una tercera persona de la carga de comunicar la citación en observancia 
del deber de colaboración con la justicia" (STC 82/2000, de 27 de marzo, FJ 6). 

6. A la luz de la doctrina expuesta procede concretar, en primer lugar, cuál es la 
finalidad que persigue la norma cuestionada, para luego determinar si la medida 
adoptada para alcanzar el fin es necesaria, razonable y proporcionada al mismo. Y a 
este respecto debemos señalar que es pacíficamente aceptado que el art. 36.2 de la 
Ley 29/1987 persigue facilitar la gestión tributaria y, particularmente, la práctica de 
notificaciones de los actos administrativos en el impuesto sobre sucesiones y 
donaciones. En este sentido, señala el Abogado del Estado que la norma cuestionada 
busca "favorecer la mejor gestión tributaria" facilitando al mismo tiempo a los 
interesados "el cumplimiento de su obligación de declarar", y el Fiscal General del 
Estado, tras señalar que el precepto cuestionado tiene como finalidad legítima "la 
mayor agilidad y mejor eficiencia en la gestión tributaria" del impuesto sobre 
sucesiones y donaciones, subraya que se introdujo para "superar las enormes 
dificultades que en la gestión de este impuesto había supuesto el problema de las 
notificaciones al interesado de las liquidaciones" del mismo que "realizaba la propia 
Administración tributaria y que habían acarreado la declaración de nulidad de muchos 
actos de comunicación por una jurisprudencia consolidada" del Tribunal Supremo. 

Pues bien, conviene dejar claro desde un principio que el precepto cuestionado 
atiende a una finalidad que, como dijimos en el fundamento jurídico 4 de la STC 
73/1996, de 30 de abril, es constitucionalmente legítima, a saber: "la eficiencia en la 
gestión tributaria" o, más concretamente, "la necesaria protección de la eficacia de la 
actuación administrativa" en orden a la gestión de los tributos (en este caso, del 
impuesto sobre sucesiones y donaciones). Ahora bien, como también hemos 
señalado en otras ocasiones, "el hecho de que el fin sea constitucionalmente legítimo 
no significa que también lo sean los medios concretos utilizados para alcanzarlo" ya 
que para que esto último suceda es preciso que se respeten escrupulosamente todos 
los principios, derechos y garantías establecidos en la Constitución. Y esta última 
exigencia es, precisamente, a juicio de la Sección Segunda de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha, la 
que no cumple el art. 36.2 de la Ley 29/1987, en la medida en que vulnera el derecho 
a obtener la tutela efectiva de los Jueces y Tribunales, sin que, en ningún caso, pueda 
producirse indefensión, garantizado en el art. 24.1 CE. 

7. Acabamos de concluir que el precepto cuestionado persigue una finalidad 
constitucionalmente legítima, a saber, una mayor eficacia en la gestión del impuesto 
sobre sucesiones y donaciones. Procede ahora, pues, examinar si la medida concreta 
que se adopta por la norma legal para atender a dicho fin es necesaria, razonable y 
proporcionada al mismo. Y, a este respecto, podemos ya adelantar, a la luz de la 
doctrina expuesta, que la previsión del art. 36.2 de la Ley 29/1987, del impuesto sobre 
sucesiones y donaciones, supone un obstáculo para el "acceso a la tutela judicial" 
efectiva de los obligados tributarios que puede calificarse como desproporcionado y, 
por ende, contrario al art. 24.1 CE.  

En efecto, de la mera lectura del art. 36 de la Ley 29/1987 se desprende 
inequívocamente que cuando el precepto alude al "presentador del documento" no se 
está refiriendo al propio "interesado", en la medida en que califica a aquél como 
"mandatario de los obligados al pago del Impuesto", otorgando a los actos de gestión 
tributaria realizados por la Administración con el presentador el mismo valor y eficacia 
"que si se hubieran entendido con los mismos interesados". Es evidente que el 
precepto cuestionado tampoco se refiere a la figura del "representante" legal o 
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voluntario del sujeto pasivo, dado que la validez y eficacia de la comunicación de los 
actos de gestión tributaria a los representantes de los interesados se regula 
específicamente en la Ley general tributaria. Concretamente, aunque se exige la 
notificación de las liquidaciones tributarias a los sujetos pasivos u obligados tributarios 
(arts. 124.1 de la Ley 230/1963 y 102.1 de la Ley 58/2003), sin embargo, también se 
prevé que cuando el sujeto pasivo tenga un representante las actuaciones 
administrativas se entenderán con éste, salvo que -en los supuestos de 
representación voluntaria- se haga manifestación expresa en contrario (arts. 43 de la 
Ley 230/1963 y 46 de la Ley 58/2003). De hecho, la actual Ley 58/2003, general 
tributaria, al regular la práctica de las notificaciones (art. 110), las personas 
legitimadas para recibirlas (art. 111) y la notificación por comparecencia (art. 112), 
equipara a tales efectos al representante -legal o voluntario- con el interesado. 

En definitiva, cuando el art. 36 de la Ley 29/1987 establece un determinado régimen 
jurídico para la figura del "presentador" es claro que no se está refiriendo al propio 
"interesado" ni a su "representante", con el alcance y contenido que a esta última 
expresión confiere el ordenamiento jurídico, sino que, partiendo de que es práctica 
habitual que sean otras personas quienes presentan los documentos o declaraciones 
que recogen los actos o contratos sujetos al impuesto sobre sucesiones y donaciones 
-y también en el de transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentados- 
(notarías, gestorías, asesores, familiares, etc.), lo que la norma pretende 
específicamente regular es la validez y eficacia de los actos de comunicación 
practicados por la Administración tributaria con estas terceras personas. 

Desde luego, lo que acabamos de señalar no es determinante de la 
inconstitucionalidad del art. 36.2 de la Ley 29/1987. Como hemos indicado antes, las 
normas legales permiten la comunicación de los actos por los órganos judiciales o 
administrativos a personas distintas del interesado o su representante, comunicación 
que hemos declarado válida cuando, no siendo posible efectuarla personal y 
directamente a estos últimos, se ha realizado, siguiendo escrupulosamente las 
exigencias establecidas en la ley, a personas que, dada "la cercanía o proximidad en 
la residencia" con los interesados, pueden hacer "llegar con facilidad a manos del 
destinatario la documentación correspondiente" (STC 19/2004, de 23 de febrero, FJ 
4); advirtiendo, no obstante, en estos casos, que el derecho a la defensa garantizado 
en el art. 24.1 CE impide al órgano judicial -y, podemos añadir ahora, a la 
Administración- presumir que las comunicaciones realizadas a terceras personas han 
llegado al conocimiento del interesado en aquellos casos en los que éste cuestiona 
razonadamente su recepción.  

Sin embargo, las circunstancias que acabamos de reseñar no concurren en el 
supuesto regulado en el art. 36.2 de la Ley 29/1987. En efecto, de la dicción del 
precepto se desprende claramente que éste no impide que la comunicación de actos 
de tanta trascendencia para el derecho a la tutela judicial efectiva de los sujetos 
pasivos del impuesto de sucesiones y donaciones como son las liquidaciones 
tributarias o las comprobaciones de valores. 

 

 

 

 

 

 


